SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°13
RADICACIÓN: 66001318700120190010001
ACCIONANTE: JULIÁN ANTONIO ZAPATA R
SE CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / FORMULADO A LA SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES PARA OBTENER INFORMACIÓN SOBRE ESTADO DE UN PROCESO / ES UN TRÁMITE ADMINISTRATIVO Y NO JUDICIAL / HECHO SUPERADO / CUMPLIMIENTO DEL FALLO / DIFERENCIA / DEPENDE DE SI LA VULNERACIÓN CESA ANTES O DESPUÉS DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA.
En el presente caso, el señor Zapata Rodas concurrió ante el juez constitucional con el fin de lograr que por parte de la Superintendencia de Sociedades se responda a la petición elevada desde septiembre 26 de 2019 mediante la cual solicita se le informe el estado del proceso de reorganización. 

Ahora, ante el traslado de la acción de tutela la Superintendencia señaló que el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad no tiene competencia para conocer de la misma, como quiera la entidad cumplía funciones judiciales y su superior es la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá. E indicó que en noviembre 16 de 2019 admitieron el proceso de reorganización. (…)
Respecto al derecho que estima quebrantado el actor, por cuanto ninguna información se le ha otorgado por parte de la Superintendencia de Sociedad con funciones jurisdiccionales…, debe indicarse que tal solicitud por tratarse de un trámite netamente administrativo y no jurídico, deben ser atendidas dentro de los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 C.N. y el C.P.A.C.A, como así lo tiene sentado la jurisprudencia. (…)
En cuanto al segundo tema planteado en el escrito de impugnación; es decir, la existencia de un hecho superado, como quiera que en diciembre 9 de 2019 elevaron una respuesta al derecho de petición presentado por el accionante, es pertinente precisar que el hecho superado se genera cuando en el transcurso de la acción de tutela desaparecen los motivos que dieron origen a la misma, esto es, se satisface la pretensión del amparo constitucional y cesa la vulneración del derecho o derechos invocados, y por ello es innecesario que se profiera una orden de protección.

Según lo ha determinado por la H. Corte Suprema de Justicia, si la vulneración cesa después de emitido el fallo de primera instancia, no se presenta la figura del hecho superado sino el cumplimiento del fallo que amparó los derechos afectados o amenazados.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diez (10) de febrero de dos mil veinte (2020)
                                                                Acta de Aprobación No 086
                                                Hora: 1:40 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Superintendente Delegada de Procedimientos de Insolvencia de la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) con ocasión de la acción de tutela presentada por el señor JULIÁN ANTONIO ZAPATA RODAS.
2.- DEMANDA 

La información suministrada por el accionante se puede sintetizar así: (i) en septiembre 26 de 2019 elevó electrónicamente derecho de petición ante la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES, en calidad de apoderado de la señora CLAUDIA LILIANA HERRERA; (ii) en octubre 09 de 2019 la entidad erradamente le informó que su prohijada había promovido el proceso de reorganización como deudora, cuando en realidad lo hizo como acreedora de la Sociedad Conenco S.A.S; (iii) la anterior situación se aclaró ante la Superintendencia en octubre 10 de 2019, y nuevamente le pidió le informara si el proceso de reorganización fue aceptado, inadmitido o rechazado; (iv) a la fecha han transcurrido más de cinco meses y la accionada no ha dado una respuesta de fondo.
Pide la protección del derecho fundamental de petición, y como consecuencia de lo anterior, se ordene a la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES emitir una respuesta de fondo a la solicitud elevada en octubre 10 de 2019, e indique de manera exacta el estado del proceso. Igualmente pide que no se tenga como respuesta que debe realizar la consulta en la página web de la entidad, sino que se allegue copia del auto por medio del cual se resolvió la solicitud.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la entidad accionada. La cual se pronunció así:
- La Superintendente Delegada de Procedimientos de Insolvencia de la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES solicitó se declare la falta de competencia del juzgado para conocer de la acción de tutela, por cuanto el juez competente para revisar las decisiones de una autoridad administrativa en ejercicio de funciones jurisdiccionales es la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá. Subsidiariamente pidió se declare improcedente la acción de tutela, y al respecto argumentó: (i) de conformidad con los artículos 12.2 y 31.2 del Código General del Proceso, la Superintendencia cumple funciones jurisdiccionales en categoría de Juzgado Civil del Circuito; (ii) la finalidad de lo anterior, es que las decisiones de las autoridades administrativas que ejercen funciones jurisdiccionales sean revisadas por el superior jerárquico del que reemplazan; (iii) las acciones de tutela contra autoridades jurisdiccionales son de competencia exclusiva del superior funcional, el cual, de acuerdo con lo previsto en el tercer inciso del parágrafo tercero del artículo 24 C.G.P es el Tribunal Superior de Bogotá; (iv) en virtud de la anterior el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad carece de competencia funcional para conocer, tramitar y decidir la presente acción de tutela; (v) en cuanto al caso concreto, se tiene que en noviembre 16 de 2019 el despacho admitió el proceso de insolvencia, y se notificó por estado en noviembre 18 de 2019; y (vi) en consecuencia lo procedente es que el juez de tutela niegue las pretensiones de la acción de tutela.
3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de diciembre 16 de 2019 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia tuteló el derecho fundamental de petición, y ordenó a la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES que en el término de 48 horas contados a partir de la notificación de la sentencia, dé respuesta de fondo y de manera congruente al objeto de la petición elevada por el señor JULIÁN ANTONIO ZAPATA RODAS, en septiembre 26 de 2019 y encaminada a que se informe el estado del proceso de reorganización donde es acreedora la señora CLAUDIA LILIANA HERRERA.
Para llegar a la anterior determinación argumentó que si bien el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá es el competente para conocer de la acción de tutela, según lo dispuesto por el Decreto 1983/17 en su artículo 2.2.3.1.2.1, ello es así cuando la tutela se promueve por temas jurisdiccionales, y en el presente asunto la pretensión del actor gira en torno a una actuación administrativa, precisamente ante la falta de respuesta de un derecho de petición, lo cual le permite conocer de la acción de tutela.

Ahora, lo que pretende el actor es conocer el estado del proceso, sin embargo, la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES ha guardado silencio al respecto. Y no se puede declarar un hecho superado, por cuanto no le ha notificado al accionante la respuesta que dio a conocer en el traslado de la acción de tutela. 
4.- IMPUGNACIÓN

La Superintendente Delegada de Procedimientos de Insolvencia de la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES solicita se revoque la decisión del juez de primera instancia, y en su lugar se niegue el amparo solicitado, lo cual sustentó de la siguiente manera: (i) la decisión desconoce la naturaleza jurisdiccional de los procesos de insolvencia empresarial atribuidos a la entidad, toda vez que deja de lado la competencia otorgada por el inciso tercero del artículo 116 C.N., el art. 6 de la ley 1116/06, y el numeral 5, parágrafo 5 del artículo 24 C.G.P., que otorga facultades judiciales a la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES; (ii) el juzgado también dejó de lado que la petición está encaminada a obtener información de un proceso de reorganización, el cual como se menciona es de índole judicial, y todas las actuaciones que se realizan respecto del mismo tiene dicho carácter; (iii) de conformidad con la competencia asignada por la ley 1116/06, la Delegatura de Procedimientos de Insolvencia se enfrenta a una altísima carga procesal, de manera que someter las solicitudes realizadas por las partes a los términos del Código de Procedimiento Administrativo y de la Contencioso Administrativo, contribuiría a una mayor demora en el trámite de los procesos jurisdiccionales; (iv) el auto que admitió la sociedad al proceso de reorganización fue notificado de manera efectiva y además se sometió a lo normado por los numerales 2 y 11 del artículo 19 de la ley 1116/06; y (v) en diciembre 09 de 2019 libraron la respuesta al derecho de petición e informaron el estado actual del proceso.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición deprecado por JULIÁN ANTONIO ZAPATA RODAS. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola como lo pide el accionante.

5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor ZAPATA RODAS concurrió ante el juez constitucional con el fin de lograr que por parte de la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES se responda a la petición elevada desde septiembre 26 de 2019 mediante la cual solicita se le informe el estado del proceso de reorganización. 
Ahora, ante el traslado de la acción de tutela la Superintendencia señaló que el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad no tiene competencia para conocer de la misma, como quiera la entidad cumplía funciones judiciales y su superior es la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá. E indicó que en noviembre 16 de 2019 admitieron el proceso de reorganización. 

Por su parte el funcionario de primer grado advirtió que si era competente, por cuanto el tema en discusión era netamente administrativo y no jurisdiccional, y amparó el derecho fundamental deprecado, pues la entidad no había enterado al accionante de la respuesta que brindó en el traslado de la acción de tutela. 

No obstante, la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES impugnó la anterior decisión, e insistió que el Juez Primero de Ejecución de Penas no es el competente para resolver la acción de tutela, y aseveró que debe declararse un hecho superado, toda vez que ya brindaron una respuesta al derecho de petición.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público y a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente a lo planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

Respecto al derecho que estima quebrantado el actor, por cuanto ninguna información se le ha otorgado por parte de la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDAD con funciones jurisdiccionales -artículo 116, inciso tercero C.N, el art. 6 de la ley 1116/06, y el numeral 5, parágrafo 5 del artículo 24 C.G.P.-, debe indicarse que tal solicitud por tratarse de un trámite netamente administrativo y no jurídico, deben ser atendidas dentro de los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 C.N. y el C.P.A.C.A, como así lo tiene sentado la jurisprudencia. Véase:
“[…] el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso
 y del derecho al acceso de la administración de justicia,
 en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada
 dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).” 

Así las cosas, no es acertado el argumento de la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES cuando señala que el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad no tenía competencia para resolver la acción de tutela, porque es claro que se trata de un asunto de carácter administrativo y no jurisdiccional, en cuyo caso sí sería el Tribunal Superior Sala Civil de Bogotá el competente. 
Además de lo anterior, es errado cuando la entidad señala que atender un derecho de petición en los términos establecidos por la legislación es entorpecer el curso normal del proceso, por cuanto son trámites diferentes y la respuesta que brinde en el derecho de petición no tiene por qué tener incidencia frente al proceso de reorganización, máxime cuando se trata únicamente de informar el estado del proceso.

En cuanto al segundo tema planteado en el escrito de impugnación; es decir, la existencia de un hecho superado, como quiera que en diciembre 9 de 2019 elevaron una respuesta al derecho de petición presentado por el accionante, es pertinente precisar que el hecho superado se genera cuando en el transcurso de la acción de tutela desaparecen los motivos que dieron origen a la misma, esto es, se satisface la pretensión del amparo constitucional y cesa la vulneración del derecho o derechos invocados, y por ello es innecesario que se profiera una orden de protección
.

Según lo ha determinado por la H. Corte Suprema de Justicia, si la vulneración cesa después de emitido el fallo de primera instancia, no se presenta la figura del hecho superado sino el cumplimiento del fallo que amparó los derechos afectados o amenazados
.

En este asunto, si bien la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES dio respuesta a la solicitud elevada por el accionante ante esa entidad en septiembre 26 de 2019, con el  fin de que se informe el estado actual del proceso, tal como se indica de la información que aportó la Superintendencia
 y de lo ratificado por la parte tutelante
, se advierte que se presentó un cumplimiento de lo ordenado por el juez y no una carencia actual de objeto.

Lo anterior por cuanto se atendió el requerimiento del accionante y la misma se notificó después de la fecha del fallo de tutela; por tanto, al momento de proferirse esa decisión no había cesado la vulneración del derecho de petición que fue objeto de amparo.
En esas circunstancias, la Colegiatura confirmará la decisión del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, como quiera que lo que se presenta es el cumplimiento de la orden impuesta a la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES en la sentencia de fecha diciembre 16 de 2019.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medida de Seguridad Pereira (Rda.), pero se declara cumplido el fallo. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencias T-377 de 2000; T-178 de 2000; T-007 de 1999, T-604 de 1995.


� Sentencia T-006 de 1992; T-173 de 1993; C-416 de 1994 y T-268 de 1996.


� Sentencia T-368.


� Sentencia T-215A/11


� Sentencia T-085/18.


� CSJ STP, 28 agos. 2018, rad. 100.067 “[…] Recuérdese, entonces, que los eventos en mención, entendidos como hecho superado y cumplimiento del fallo son disímiles y excluyentes, de manera no es posible pretender que, en sede de segunda instancia, el superior jerárquico de la autoridad judicial que emitió el pronunciamiento de tutela, evalúe el segundo de ellos -que fue lo que ocurrió en este asunto-, como uno de los escenarios de aplicabilidad del primero […]”


� Ver folio 35 C. 1ª instancia.


� Ver constancia obrante a folio 4 C. Tribunal.
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